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procedente de la 
Oficina de Asuntos 
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0001 

 

 

Panel integrado por su presidente el Juez González Vargas, la 

Jueza Vicenty Nazario y el Juez Rivera Torres. 
 
Rivera Torres, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 17 de agosto de 2016. 

Comparece ante este tribunal apelativo el Sr. Félix M. Bou 

Vázquez (Bou Vázquez o recurrente) mediante un recurso de 

revisión judicial y nos solicita que revoquemos la sanción de 

privarlo del privilegio de seis visitas interpuesta por el 

Departamento de Corrección y Rehabilitación.     

Por las razones que expondremos a continuación, 

confirmamos el dictamen recurrido.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                 

I. 

 Según se desprende del expediente, el 3 de enero de 2016 el 

personal de seguridad institucional efectuó un registro rutinario en 

el interior de la celda 209, unidad 4 de la Institución Guayama 

Máxima. El resultado de este registro fue la detección y ocupación 

de un teléfono celular, un board compatible con este, una batería 

extra, una micro SD de 2 GB, un sim card, un cargador casero y 

cuatro envolturas de lo que aparentaba ser sustancias 

controladas.1  

                                                 
1 Dos de las cuatro envolturas contenían 10 laminillas color “chinita” y tenían 

una N y un 8. Las otras dos envolturas tenían 20 laminillas del mismo color y 
con la misma identificación. Anejos I-III del alegato del Departamento de 

Corrección.  
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Por este incidente se le radicó al señor Bou Vázquez la 

querella número 219-16-001 por violar los códigos 129 y 109 del 

Reglamento Disciplinario para la Población Correccional.  Se le citó 

para una vista administrativa disciplinaria el 12 de febrero de 

2016. El Oficial Examinador de Vistas Disciplinarias determinó 

que el señor Bou Vázquez cometió la violación al Código 109 sobre 

posesión, distribución, uso, venta o introducción de teléfonos 

celulares o su tentativa.2 Consecuentemente, sancionó al 

confinado con la pérdida del privilegio de seis visitas. 

 Inconforme, el 2 de marzo de 2016 el señor Bou Vázquez 

solicitó reconsideración.  En esencia, adujo que durante el proceso 

de la vista disciplinaria se le violó su debido proceso de ley toda vez 

que se obvió prueba presentada por este. Su petición fue acogida y 

declarada no ha lugar el 11 de abril de 2016, por lo que se sostuvo 

la sanción impuesta.3   

Aun en desacuerdo, el señor Bou Vázquez acude ante este 

foro intermedio y le señala al Departamento de Corrección los 

siguientes errores: 

… al determinar que el recurrente cometió el acto 
prohibido por el artículo 109 del Reglamento 
Disciplinario para la Población Correccional toda vez 
que dicha determinación no estuvo basada en los 
procedimientos reglamentarios impuestos al 
Departamento de Corrección y Rehabilitación por su 
propio reglamento; 
 

… al determinar que el recurrente cometió el acto 
prohibido por el artículo 109 del Reglamento 
Disciplinario para la Población Correccional toda vez 
que dicha determinación no fue probada más allá de 
duda razonable y ni siquiera por prueba robusta y 
convincente, toda vez que ignoró las múltiples 
incongruencias de la prueba presentada y que surgen 
de la totalidad del expediente del presente caso. 

 

 Le conferimos término a la Oficina de la Procuradora General 

para que presentara su alegato. En cumplimiento, la Procuradora 

presentó su escrito el 28 de julio de 2016. 

 

                                                 
2 La violación al otro código fue desestimada por no existir en los hechos 
evidencia para sostenerlo. 
3 Recibida por el confinado el 5 de mayo de 2016. 
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II. 

-A- 

 En su vertiente procesal, el debido proceso de ley le impone 

al Estado la obligación de garantizar que la interferencia con los 

intereses de libertad y propiedad del individuo se lleve a cabo “a 

través de un procedimiento que en esencia sea justo y equitativo, y 

que respete la dignidad de los individuos afectados.” Rodríguez 

Rodríguez v. ELA, 130 DPR 562, 578 (1992); López Vives v. Policía 

de Puerto Rico, 118 DPR 219, 231 (1987). 

La jurisprudencia ha establecido que el debido 

procedimiento de ley tiene un contenido “circunstancial y 

pragmático.” Pta. Arenas Concrete, Inc. v. J. Subastas, 153 DPR 

733 (2001). Dependiendo de las circunstancias, diversas 

situaciones pueden requerir diferentes tipos de procedimientos, 

pero siempre subsiste el requisito general de que el proceso 

gubernamental debe ser justo e imparcial. Rivera Santiago v. Srio. 

de Hacienda, 119 DPR 265, 274 (1987). 

-B- 

En el caso particular de las instituciones carcelarias, nuestro 

Tribunal Supremo ha indicado que “las situaciones que afectan a 

las instituciones carcelarias obligan a la Administración de 

Corrección a establecer un régimen disciplinario riguroso. Tal 

régimen disciplinario debe buscar la protección del orden público 

así como la de los propios reclusos.” Báez Díaz v. ELA, 179 DPR 

605, 624 (2010); Pueblo v. Falú Martínez, 116 DPR 828 (1986). Por 

consiguiente, “es innegable que el Estado tiene un interés 

apremiante en mantener el orden y la seguridad en ellas.” Pueblo v. 

Bonilla, 149 DPR 318, 334-335 (1999); Cruz v. Administración, 164 

DPR 341, 356 (2005). En ese contexto, debemos prestarle gran 

deferencia al Departamento de Corrección en las decisiones que 

toma, pues es la agencia que ejecuta la política correccional y 
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quien tiene un mejor discernimiento de las situaciones que 

enfrenta.   

En el 2009, el Departamento de Corrección adoptó el 

Reglamento Núm. 7748 de la Administración de Corrección, 

Reglamento Disciplinario para la Población Correccional, el cual 

estableció un mecanismo disciplinario uniforme de aplicación 

general en todas las instituciones penales bajo su jurisdicción. 

Báez Díaz v. ELA, supra, pág. 622.  

En lo relativo al recurso presentado, la Regla 4(29) del 

Reglamento Núm. 7748 establece que una vista disciplinaria es un 

procedimiento de adjudicación informal donde el querellado tiene 

la oportunidad de escuchar y refutar las imputaciones en su 

contra y defenderse por derecho propio, cuando se le ha imputado 

la comisión de algún acto prohibido. 

Por su parte, la Regla 6 del Reglamento Núm. 7748 dispone 

lo siguiente:  

REGLA 6 - ACTOS PROHIBIDOS, ESCALA 
DISCIPLINARIA DE SEVERIDAD 

 
109. Posesión, distribución, uso, venta o introducción 
de teléfonos celulares o su tentativa—Se prohíbe la 
posesión, distribución, uso, venta o introducción de 
teléfonos celulares o cualquier medio de 
telecomunicación a instituciones correccionales en 
todos los niveles de custodia. 
 
Incluye además la posesión, distribución, uso, venta o 
introducción de todo material o equipo relacionado, o 
utilizado, en el funcionamiento u operación del 
artefacto de comunicación, tales como: cargadores, 
fusibles, bujías, cables, baterías, antenas, entre otros. 

 
Cónsono con lo anterior, la Regla 7 discute lo relacionado a 

las sanciones disciplinarias en respuesta a las violaciones al 

reglamento. 

REGLA 7 - SANCIONES DISCIPLINARIAS 
 

[…] 
 

E. PRIVACIÓN DE PRIVILEGIOS 
 

La privación de los privilegios podrá incluir la compra 
en la Comisaría, recreación activa, visita, actividades 
especiales y cualquier otro privilegio que se le conceda 
en la institución. Procederá la imposición de estas 
sanciones, aun cuando el acto prohibido no esté 
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relacionado con los mismos o cuando la situación 
particular del caso permita concluir que dichas 
sanciones tendrán un efecto significativo en el 
mejoramiento del comportamiento del confinado. 
 
[…] 

 
En relación a los deberes y funciones del Investigador de 

Querellas, la Regla 11(B)(1) del Reglamento Núm. 7748 dispone 

que: el investigador deberá, “entrevistar e interrogar a toda 

persona relacionada, directa o indirectamente con el caso, 

incluyendo al confinado o los testigos solicitados por este.” 

Además, deberá registrar las declaraciones de los testigos de forma 

exacta y detallada. Sin embargo, los testigos tienen la opción de 

presentar su declaración por escrito o responder directamente a 

las preguntas realizadas por el Investigador de Querellas. Regla 

11(B)(5) del Reglamento Núm. 7748.   

De otra parte, el mencionado reglamento permite que el 

investigador de vistas asista al confinado ante el Oficial 

Examinador de Vistas Disciplinarias. La asistencia que el 

investigador de vistas puede ofrecerle al confinado puede incluir el 

obtener declaraciones de testigos e información adicional y 

documentos del Oficial Querellante y otros miembros del personal. 

Regla 13(J) del Reglamento Núm. 7748. Asimismo, le permite al 

confinado hacer declaraciones, presentar prueba a su favor o 

guardar silencio durante la vista administrativa. El silencio del 

confinado no podrá ser usado en su contra. Id. 

Por último, la Regla 23 sobre disposiciones generales 

establece que la acción disciplinaria será tomada con prontitud y 

de manera imparcial. De igual forma, las acciones disciplinarias no 

pueden ser caprichosas o vengativas. Véase, Regla 23 del 

Reglamento Núm. 7748. 

-C- 

Las decisiones de los organismos administrativos merecen la 

mayor deferencia judicial, pues son estos los que cuentan con el 
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conocimiento experto y con la experiencia especializada de los 

asuntos que les son encomendados. DACo v. Servidores Públicos 

Unidos de Puerto Rico, 184 DPR 704 (2012).      

El criterio rector para los tribunales al momento de revisar 

una decisión administrativa será la razonabilidad en la actuación 

de la agencia. López v. Administración, 168 DPR 749, 751 (2006); 

Camacho v. A.A.F.E.T., 168 DPR 66,91 (2006); Rebollo v. Yiyi 

Motors, 161 DPR 69, 70 (2004). Las determinaciones de hechos de 

organismos y agencias tienen a su favor una presunción de 

regularidad y corrección que debe ser respetada mientras la parte 

que las impugne no produzca evidencia suficiente para derrotarlas. 

Torres Santiago v. Dpto. Justicia, 181 DPR 969,1002 (2011). Los 

tribunales se abstendrán de apoyar una decisión administrativa si 

la agencia erró al aplicar la ley; actuó arbitraria, irrazonable o 

ilegalmente; o, lesionó derechos constitucionales 

fundamentales. P.C.M.E. Comercial v. Junta de Calidad Ambiental, 

166 DPR 599, 603 (2005). 

III. 

En el presente caso se privó al recurrente del privilegio de 

seis visitas al amparo de la citada Regla 7(e). En esencia, este 

arguye que el Departamento de Corrección le violentó su debido 

proceso de ley, pues: (1) desde que ingresó a la institución 

correccional nunca fue orientado, ni recibió información sobre el 

Reglamento Núm. 7748 y (2) jamás fue orientado sobre los 

derechos que le asistían, como la asistencia de un abogado 

durante la vista disciplinaria o un colector de pruebas.  

Del mismo modo, el recurrente entiende que lo que se realizó 

en su caso fue una expedición de pesca para dañar su récord 

perfecto hasta el momento de los hechos, y que no se probaron los 

elementos del acto prohibido provisto en el Código 109 del 

Reglamento Núm. 7748. Aduce que no se le ocupó en su persona el 
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celular encontrado, sino en su celda y que no se le mostró 

evidencia cuando los oficiales a cargo del registro salieron de la 

misma. Además, sostiene que la foto presentada como evidencia 

contiene objetos no detallados en la querella. 

 Tras analizar el expediente del presente caso, entendemos 

que el mismo contradice lo alegado por el recurrente.  

Primeramente, del mismo se desprende que el 5 de julio de 2012 se 

le entregó (y este firmó) el Manual de orientación, procedimientos, 

normas, programas y servicios, así como el Listado de materiales 

ilegales y Reglamentos disciplinarios para confinados.4 

Conjuntamente, surge que el día del incidente, el recurrente 

declinó hacer declaraciones hasta tanto no dialogara con sus 

abogadas y firmó un documento que recogía las advertencias que 

debían hacerse a un sospechoso o acusado (aceptó entender el 

contenido del mismo). También de la investigación del incidente 

surge que a este se le leyeron las advertencias y que admitió 

entenderlas. Aunque el recurrente se negó a firmar el documento 

que describía los derechos que le asistían cuando se le radicaba un 

informe disciplinario, y tampoco firmó la querella en su contra, 

todo apunta a que su debido proceso de ley no fue violentado.5 

  Así pues, en el caso de autos la Oficial Examinadora tuvo 

ante sí al momento de emitir la Resolución: la declaración del 

querellado, el informe del incidente, la foto de la evidencia 

ocupada, entre otros documentos. A base de ellos fundamentó la 

decisión de que el recurrente cometió el acto prohibido en el 

Código 109 del Reglamento Núm. 7748.   

En vista de todo lo anterior, concluimos que la Oficial 

Examinadora Paula M. Ortiz González basó su determinación en la 

prueba documental y testifical presentada ante su consideración.  

El Departamento de Corrección cumplió con la reglamentación 

                                                 
4 Anejo X del alegato del Departamento de Corrección. 
5 Anejos IV al VII del alegato del Departamento de Corrección. 
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aplicable y los principios del debido proceso de ley. No hallamos 

motivo alguno que amerite apartarnos del criterio de deferencia 

que le debemos al dictamen recurrido, por lo que procede su 

confirmación. 

IV. 

De acuerdo a lo antes expresado, se confirma el dictamen 

recurrido. 

Notifíquese. 

Lo acordó y ordena el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

  

Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


